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PRÓLOGO


			Vicente Cacho Viu, que fue el nexo de la amistad que me une, desde la lejanía, con Felipe-José de Vicente, utilizaba habitualmente el concepto de moral colectiva cuando trataba de esbozar una explicación muy sintética de lo que ha sido la evolución de las sociedades europeas y americanas desde mediados del siglo XVIII.


			Con el concepto de moral colectiva iba mucho más allá de lo que eran las simples ideologías y, desde luego, mucho más allá todavía, de lo que eran los simples partidos políticos que han protagonizado la vida pública desde el siglo XIX y ahora parecen ser los actores principales —cuando no los exclusivos propietarios— de la cosa pública.


			Se refería, con ese concepto de moral colectiva, a grandes sistemas de pensamiento —constelaciones doctrinales las llamaría en alguna ocasión— que daban sentido a los comportamientos de una sociedad y, por eso mismo, ofrecían las soluciones para la organización de la misma y la consecución de sus fines.


			Dos de esas morales procedían de la larga tradición del racionalismo filosófico europeo y cuajaron en los años de la Ilustración, durante el siglo XVIII. Se trataba, de una parte, de corrientes individualistas que pusieron un especial énfasis en el papel de la razón crítica ante los valores del Antiguo Régimen y permitió que cristalizase la gran tradición del liberalismo europeo.


			El liberalismo es, sin lugar a duda, una de las grandes corrientes de pensamiento que han contribuido a configurar el mundo occidental desde finales del siglo XVII. En torno a esos años, tomaría cuerpo una filosofía política que, a partir del concepto de la radical igualdad de todos los individuos, hizo posible una generosa utopía sobre la condición humana, que permitiría la distinción entre la sociedad y el Estado y llevaría al establecimiento de unos mecanismos de gobierno en los que esas libertades se vieran reconocidas. La Gloriosa revolución inglesa de 1688 o el Segundo tratado de gobierno de John Locke, que se publicó en 1690, podrían situarse en el punto de partida de esta poderosa filosofía política.


			Durante todo el siglo XVIII se asistiría al desarrollo de estas ideas que, finalmente, encontrarían en la Revolución francesa un efecto resonador que las ha expandido, en el espacio y en el tiempo, para hacerlas presentes en todas las civilizaciones. Del mensaje liberal nacerían, como una consecuencia lógica pero no fácil, las formulaciones democráticas que hicieron su primera aparición en los Estados Unidos y se extenderían al resto del mundo desde finales del siglo XIX.


			Pero, en el núcleo de esa larga marcha hacia la democracia, está la consolidación de un pensamiento liberal que consiste en una afirmación optimista sobre la capacidad de los seres humanos, en tanto que individuos racionales, para ser reconocidos como iguales, afirmar su libertad, delimitar en qué consiste su felicidad personal y emplear los medios adecuados para conseguirla. Por otra parte, resulta también esencial para el pensamiento liberal el convencimiento de que, en el proceso de consecución de esa felicidad personal, los individuos racionales están capacitados para regular los posibles conflictos que surjan entre ellos, de manera que esos mecanismos de regulación tienden a una armonía social espontánea.


			Esta filosofía liberal, común a las diversas ilustraciones que se desarrollan en el siglo XVIII, se transformaría en una poderosa ideología política, el liberalismo, que sería un concepto acuñado en Cádiz, durante las Cortes en las que se redactó la Constitución de 1812 y se pusieron los fundamentos de una profunda transformación social y política de la España del Antiguo Régimen. Desde España, el liberalismo político se hizo moneda corriente en Europa y en las nuevas naciones de América, en las que se establecieron regímenes constitucionales que daban acogida a la idea de gobiernos representativos de los ciudadanos.


			Esos principios liberales, fácilmente reconocibles en todos los sistemas democráticos contemporáneos, han tenido que luchar, sin embargo, con las actitudes conservadoras, reticentes a los avances de la libertad individual, así como contra otra fuerte corriente de pensamiento —la socialista— que también es de ascendencia filosófica ilustrada, pero que dedicó sus energías a la puesta en práctica de una utopía social en la que quedaban sacrificados los intereses de los individuos, especialmente en su dimensión económica, para el establecimiento de una sociedad justa. Desde los socialismos utópicos de comienzos del XIX, hasta el socialismo, supuestamente científico, de los marxistas, se han sucedido los planteamientos que han llevado a que las sociedades democráticas sean, hoy día, unos sistemas de organización política y social en los que conviven los principios liberales con otros que llevan a la regulación y corrección de las relaciones entre los individuos.


			El socialismo sería, por tanto, la segunda de las grandes morales colectivas que sirven para entender la evolución de las sociedades occidentales en los dos últimos siglos y medio. Una gran teoría innovadora que ha mantenido su vigencia hasta nuestros días. Elementos esenciales de esa forma de entender serían la insistencia en el protagonismo histórico del proletariado y la confianza en su fuerza potencial y en la necesidad del cambio que se proponía llevar a cabo. También el recurso a la socialización de los medios de producción.


			La contradicción evidente entre liberalismo y socialismo no debe hacernos perder de vista el hecho de que ambas corrientes de pensamiento han tenido una larga trayectoria de coincidencia en el tiempo y, en algunas ocasiones, operaron sobre la realidad social como alternativas modernizadoras frente a la persistencia de actitudes e instituciones de carácter conservador.


			No resultó extraño, por eso, que se produjeran interacciones entre ambas y que podamos encontrar individuos que, en algunos momentos, cruzaron la frontera que parecía separar ambos mundos. De hecho, corresponde a un caracterizado dirigente socialista la formulación más directa y militante de la relación entre ambas actitudes políticas. Al proclamarse «socialista a fuer de liberal» como hizo en cierta ocasión, Indalecio Prieto consideraba el socialismo «la postrera y más perfecta expresión de los ideales democráticos e igualitarios alumbrados por el liberalismo».


			Esta declaración, sin embargo, que no aparece citada en ningún sitio con precisión cronológica, respondía a reflexiones y estados de ánimo que habían sido moneda corriente en la España de comienzos del siglo XX, cuando muchos españoles —con Ortega como personalidad destacada— experimentaron la urgencia de la renovación del sistema y, muy especialmente, una nueva generación que se encontraba a disgusto con la pervivencia de los comportamientos heredados de una revolución liberal que parecía haber agotado sus frutos. Un joven Ortega se quejaba, en 1908, de que sus antepasados no le hubieran dejado en herencia ni ideas ni virtudes públicas con las que ayudar a la regeneración del país.


			Ambas ideologías compartían su pasión por la mejora de la humanidad y, desde esa perspectiva, fue posible que, en el mundo liberal de la Inglaterra victoriana, se produjera el hecho de que algunos escritores, como L. T. Hobhouse, J. A. Hobson, Bernard Shaw o Sidney y Beatrice Webb, que alcanzaron su plenitud en el tránsito del siglo XIX al XX, trataran de revitalizar aquella sociedad liberal a través de la aplicación de principios socialistas. Nos remite esta reflexión al mundo de las morales racionales, concebidas estas como propuestas de transformación de largo alcance, diferenciadas de las morales nacionales que también fueron operativas en este período. Bernstein utilizaría hace años el concepto de modelo político para diferenciar estos grandes planteamientos, tan propios del mundo contemporáneo.


			El camino recorrido antes de que fuese posible una mínima convivencia entre ambos conceptos resultó largo y no se puede perder de vista que, en cuanto considerados como ideologías totalizadoras, ambos mundos remitían a culturas políticas completamente diferenciadas hasta el punto de parecer antagónicas. Es lo que podría decirse de la publicación por Juan Donoso Cortés, en 1851, de su Ensayo sobre el catolicismo, el liberalismo y el socialismo.


			Las diferencias no harían sino prolongarse en el tiempo y resultaría anómalo encontrarse con momentos de confluencia entre los que parecían apreciarse entre sí como universos cerrados. Las ideologías, como bien sabemos, corresponden a tradiciones de pensamiento de largo alcance que hunden sus raíces en teorías de carácter filosófico, político, económico, social, psicológico e, incluso, religioso que ofrecen una imagen global de la forma en que opera el sistema social y se convierten en instrumentos del cambio histórico.


			Existió, por último, la opción a la nación como moral colectiva, surgida también de la gran conmoción intelectual que se vivió desde la época de las luces. El nacionalismo, que es el nombre de esa tercera gran constelación teórica del mundo contemporáneo, ha resultado siempre un concepto polisémico que, en última instancia, parte de la sensación de insatisfacción que algunas comunidades naturales, que se perciben como nación, manifiestan contra la concepción patrimonial, supranacional, de las viejas monarquías europeas.


			El nacionalismo partirá de la afirmación de la soberanía nacional para pasar a exigir el derecho —se ejerza o no— a la autodeterminación. Una afirmación que llevará también a la distinción entre nacionalidad personal (percepción íntima) y ciudadanía, como circunstancia externa de pertenencia a un Estado.


			Todas estas opciones están vivas en este texto que nos ofrece Felipe-José de Vicente en el que, al hilo de las experiencias de los españoles desde comienzos del siglo XIX, analiza el despliegue de todas estas propuestas a lo largo de esos años, hasta nuestros días.


			Forma parte de una forma de ver la historia que ya se había traducido en su espléndido libro sobre El catolicismo liberal en España, publicado en el 2012. Se planteaba en aquel libro la realidad incontestable de la abrumadora mayoría de políticos liberales españoles que eran católicos practicantes porque, en última instancia, el énfasis en el papel del individuo tiene un claro origen cristiano. Es lo que recientemente ha ilustrado Larry Siedentop en un penetrante estudio sobre el hallazgo del individuo en el seno del mundo clásico. Un estudio que ese historiador norteamericano ha desarrollado a partir de los estudios de Peter Brown sobre el nacimiento de la cristiandad occidental desde comienzos del siglo III, y de los análisis de grandes historiadores clásicos como Fustel de Coulanges o François Guizot.


			El resultado que aquí ofrece Felipe-José de Vicente es el de una visión inteligente y amena de la vida española desde la gran crisis española de comienzos del siglo en la que, con el telón de fondo de una guerra nacional de liberación contra la Francia de Napoleón Bonaparte, se pusieron sobre el tapete proyectos incompatibles de organización de la sociedad que desembocarían en enfrentamientos civiles que se harían recurrentes en la vida española. La guerra carlista de 1833 sería, en ese sentido, el primer acto de esa lamentable tendencia española a resolver los conflictos políticos por la vía de la violencia. Una tendencia que, lamentablemente, encontraría el aliento de algunos intelectuales y hombres de letras.


			El autor ha rehuido una historia política al uso —plagada de fechas y de acontecimientos— para dirigirse, sobre todo, al mundo de las ideas que dieron vida a aquellos procesos. Un enfoque que no se pierde en lo que tradicionalmente se denomina historia de las ideas, sino que sitúa su narración mucho más cerca de la historia intelectual, en lo que esta tiene de reflexión sobre ideas que se hacen de uso común y sirven de referencia al comportamiento de los individuos. En definitiva, morales colectivas de las que hablaba Vicente Cacho Viu.


Octavio Ruiz-Manjón


			Catedrático emérito de Historia Contemporánea


			Universidad Complutense de Madrid






			1. EL TRÁNSITO DEL ANTIGUO RÉGIMEN A LA MODERNIDAD


			A principios del siglo XIX España era lo que técnicamente se llama una monarquía absoluta. El soberano concentraba en su persona los tres poderes clásicos del Estado: gobernaba, legislaba y juzgaba. De todos modos, esto era más teoría que práctica: en realidad el rey no se dedicaba a presidir juicios, ya que existían unos tribunales que ejercían el poder judicial. El gobierno de la monarquía era ejercido por secretarios de Estado. Pero el rey disponía de la última palabra, como titular único de la soberanía podía dictar leyes (de hecho sí ejercía este poder directamente), los ministros respondían de sus actos ante el monarca y la sentencia de un tribunal podía ser revocada sin más explicación por el soberano.


			Cuando nos referimos a absolutismo, no pocas veces lo asimilamos a un Estado totalitario, en que el rey puede hacerlo todo, sin límites. Pues bien, una monarquía absoluta no es equivalente a Estado totalitario, fenómeno que solo se ha dado en el siglo XX, precisamente al desaparecer los límites que las monarquías absolutas sí reconocían. ¿Podía un rey absoluto hacer lo que le diera la gana? No. Los déspotas (monarcas absolutos) de la Edad Moderna reconocían unos límites a su poder. El primero y más importante es la profunda convicción de una ley natural ligada a la ley divina de la que deberían dar cuentas a Dios. Como contrapartida se aceptaba el carácter divino de la monarquía, es decir, la idea de que el poder de los reyes proviene de Dios, rodeando al poder real de un aura religiosa, asimilando los reyes a una especie de enviados de Dios.


			Los reyes absolutos españoles fueron todos sinceramente creyentes y tenían muy claro que serían juzgados un día por sus actos ante el tribunal divino. La religión era, pues, el fundamento ideológico más importante de esa sociedad, impregnaba las conciencias y establecía claramente un código moral claro, distinguiendo entre el bien y el mal. El padre Juan de Mariana, un teólogo español del siglo XVI, había defendido el tiranicidio, la rebelión legítima del pueblo cuando el soberano se convierte en un tirano, es decir, cuando no respeta la moral común.


			Otro límite importante al absolutismo real es el reconocimiento de los pactos que el rey pueda tener con un territorio o un grupo de sus súbditos, es decir, los fueros o privilegios de que gozaban desde gremios y ciudades hasta antiguos reinos como los de la Corona de Aragón (Cataluña, Valencia, Aragón y Mallorca), Navarra o los territorios vascos. La Corona de Aragón perdió sus fueros, que le permitía tener instituciones políticas especiales, solo cuando tomaron partido en la Guerra de Sucesión (1700-1713) contra el ganador, Felipe V. Pero las provincias vascas y Navarra (que apoyaron a Felipe V) mantuvieron sus fueros.


			Durante el siglo XVIII los monarcas absolutos añadieron al ejercicio del poder soberano una característica más: la luz de la razón. Pretendieron gobernar auxiliados por una política que fuera racional y razonable, reformando las viejas y anticuadas estructuras políticas de sus Estados. Se convirtieron en déspotas ilustrados, en monarcas absolutos ilustrados por la luz de una razón que poco a poco iría suplantando a la religión como referente de la acción política. Por eso, el siglo XVIII es también conocido como el siglo de las luces, de la Ilustración, del despotismo ilustrado.


			El racionalismo del siglo XVIII fue minando las viejas monarquías absolutas y abriendo el camino a la ideología que iba a derribarlas: el liberalismo.


			¿Qué es el liberalismo?


			El liberalismo es una corriente ideológica que transformó la estructura de muchos Estados así como de sus sociedades y de su política económica sobre todo en el período entre 1776 (inicio de la independencia de los Estados Unidos, el primer Estado plenamente liberal de la Historia) y las revoluciones europeas de 1848, en que el liberalismo impera, con mayor o menor grado, en los Estados europeos (excepto Rusia).


			¿Qué caracteriza la ideología liberal? Eso ya es más complejo de señalar, pues en realidad no hay un manual de liberalismo, no existe un referente normativo ideológico, como puede ser Marx y El Capital para el socialismo revolucionario. En realidad existen diversos liberalismos, a veces con grandes diferencias, como el anglosajón y el francés. De todos modos, unos ciertos rasgos comunes pueden señalarse:


			1. En primer lugar, el liberalismo es fruto del racionalismo del siglo XVIII, el siglo de las Luces —la Ilustración—, o de la razón. En su versión más radical, el liberalismo convierte la razón en el último referente para el hombre, eludiendo (o incluso negando) cualquier trascendencia o ley divina. De ello deriva la idea de progreso constante de la Humanidad gracias a la nueva diosa, la Ciencia, que tiene la última palabra en todo lo terrenal.


			En una versión más edulcorada y, sin llegar a negar la trascendencia, los liberales consideran ineludible la capacidad de la razón humana para organizar la sociedad, el Estado y la economía. No existen condicionamientos previos (por ejemplo la tradición) que limiten esta capacidad. Es más, así como las Ciencias Naturales nos van descubriendo las leyes intrínsecas de la naturaleza y así podemos dominarla, las Ciencias Sociales (la Economía o la Política, por ejemplo), nos permiten conocer el funcionamiento de las sociedades y organizarlas de forma racional. El afán racionalizador llevó a los Estados liberales a crear administraciones eficientes, con funcionariado meritocrático y, en bastantes ocasiones como en el caso español y francés, a la centralización administrativa.


			2. Otra de las ideas de fondo del liberalismo, heredada de la Ilustración, es la del derecho natural, o iusnaturalismo. Se trata de una consideración filosófica, que está de manera muy explícita en la filosofía cristiana medieval, con raíces en la filosofía griega, y que trata de establecer la idea de unas leyes naturales que forman parte de lo que llamaban ley eterna los filósofos medievales. Es decir, toda la naturaleza, hombre incluido, se rige por unas leyes intrínsecas, un orden objetivo superior querido por Dios, como parte de la Creación. La ley eterna es un acto de la voluntad divina no arbitrario ni caprichoso, sino que responde a una lógica interna, a una coherencia racional, producto de la razón divina, inalcanzable totalmente por el hombre, pero que la razón humana puede vislumbrar. La razón divina es la que establece el orden general del universo y sus reglas constituyen la suprema ley o derecho natural. La ley divina es superior a todas y su único intérprete autorizado es la Iglesia. El derecho natural es descubierto por la razón y no puede en ningún momento ser opuesto a lo que Dios ha revelado. De eso derivaba una visión positiva de la razón humana, capaz de indagar esta ley eterna o natural, pero sin la pretensión de suplantar el misterio, la Fe en su totalidad, ya que es inabarcable por la razón humana. El racionalismo de la Ilustración es, en el fondo, una derivación del racionalismo cristiano medieval, con la diferencia de que este parte de una subordinación de la razón a la Fe, la cual hace de límite o frontera, mientras que el racionalismo ilustrado pretende romper esta frontera y convertir la razón en norma suprema del conocimiento humano.


			De la idea de derecho natural, deriva otra no menos importante: el derecho positivo, las leyes creadas por el hombre, ha de ajustarse a este derecho natural. La declaración de derechos humanos incursa en la Declaración de Independencia de los Estados Unidos muestra esta conexión entre un derecho natural querido por Dios y anterior a cualquier otro derecho como base y fundamento del nuevo Estado que se va a fundar con la independencia:


			«Sostenemos como evidentes estas verdades: que todos los hombres son creados iguales; que son dotados por su Creador de ciertos derechos inalienables; que entre estos están la vida, la libertad y la búsqueda de la felicidad; que para garantizar estos derechos se instituyen entre los hombres los gobiernos, que derivan sus poderes legítimos del consentimiento de los gobernados».


			Posteriormente, la idea de ley eterna o derecho natural emanado de la voluntad de Dios, se secularizó, abandonándose la referencia a Dios y quedando simplemente como derecho natural o estado de naturaleza previo a cualquier ordenamiento jurídico positivo. Un ejemplo de este paso lo tenemos en la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano de la Revolución francesa, derechos que son ya calificados como «derechos naturales, imprescriptibles e inalienables», eliminado su relación con Dios, tal como sí hace la Declaración de Independencia americana.


			Por eso, los filósofos ilustrados le daban vueltas a cómo sería el estado de naturaleza, el hombre en estado puro, dotado de estos derechos naturales, antes de vivir en sociedad o bajo la autoridad de un Estado. Esta reflexión, que puede parecer un mero juego intelectual, no es baladí, ya que de cómo es la naturaleza humana y cuáles son sus derechos naturales depende el ordenamiento jurídico posterior. Para los racionalistas ilustrados, para el liberalismo, el Estado, las leyes e instituciones, son posteriores a este estado de naturaleza y se crean mediante un pacto, precisamente para salvaguardar estos derechos humanos naturales e imprescriptibles, tal como dice la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano: «La finalidad de todas las asociaciones políticas es la protección de los derechos naturales e imprescriptibles del hombre; y esos derechos son libertad, propiedad, seguridad y resistencia a la opresión».


			3. «Pienso, luego existo», dijo el primer filósofo racionalista moderno, Descartes. La razón nos descubre que el centro de la naturaleza es el propio hombre. Así pues, el liberalismo es también un individualismo. Solo con su conciencia o razón, el individuo también es capaz de organizar autónomamente su vida, satisfacer sus necesidades y autodeterminarse. Para el liberalismo más radical, esta autodeterminación se realiza al margen de Dios, que, en el mejor de los casos, es un Ser alejado y distante. Para el menos radical, Dios y la religión pasan a ser una cuestión de índole privada y allá la conciencia de cada cual si la quiere iluminar con una moral religiosa o no (libertad de conciencia). Pero la mayoría de filósofos ilustrados y liberales concebía la existencia de Dios como algo racional, que da sentido y razón del universo. El ateísmo era, para casi todos, un acto irracional. Por eso, se llegaba a aceptar una, aquella alcanzable por la razón humana.


			El descubrimiento de la centralidad del ser humano lo convierte en principio y sujeto de toda acción política. Es decir, el hombre, como parte del derecho natural, es anterior al Estado y a cualquier organización política. Aún más, el Estado es un simple contrato o convención entre seres racionales cuyo objetivo es preservar y hacer compatible con la vida en sociedad el carácter singular de cada ser humano y sus derechos naturales. Esto se concreta en una idea fundamental del liberalismo: cada hombre es sujeto de unos derechos (los derechos humanos) previos a cualquier organización política. El Estado liberal es el que garantiza estos derechos o libertades fundamentales (asociación, reunión, expresión, acceso a la propiedad privada...). Dado que el Estado es pura creación humana para garantizar lo único verdaderamente sagrado, los derechos humanos, solo puede ser racional aquel Estado que surge de la voluntad explícita de los individuos que lo constituyen: esta es la idea de soberanía nacional.


			De la consideración del Estado como contrato o convención entre seres libres y racionales se derivan unas consecuencias. Por ejemplo, la necesidad de una constitución escrita que establezca los términos del contrato entre los ciudadanos y obligue a todos por igual, ya que todos los humanos son iguales en derechos. Esta constitución ha de establecer los mecanismos suficientes que garanticen la libertad de los ciudadanos, sobre todo evitar que un ciudadano o grupo de ellos puedan ejercer el poder sin control. El liberalismo clásico ha defendido, como mecanismos garantistas de la libertad: la separación de los tres poderes, legislativo, ejecutivo y judicial; la independencia de los tribunales, las elecciones periódicas, el parlamentarismo y el respeto a las minorías. En resumen, el Estado liberal es un Estado de Derecho en que el ciudadano tiene garantizado unos derechos que puede reclamar y defender ante unos tribunales libres e independientes y todos, ciudadanos y Estado, están sometidos a unas mismas reglas de juego, o sea, a unas leyes convenidas entre todos y no impuestas por un poder absoluto ni modificadas unilateralmente por una parte de la sociedad.


			El liberalismo pretendió eliminar los llamados derechos históricos que justificaban los privilegios de la nobleza, el clero, los monarcas y los territorios. A partir de las revoluciones liberales no hay más derechos que los ostentados por cada individuo y, además, iguales para todos. Por el hecho de haber nacido en una parte del Estado o en una determinada familia no se poseen más derechos que los demás.


			¿Monarquía o república? El liberalismo es compatible con cualquiera de los dos sistemas con tal que respete los derechos y libertades. Si el Estado es pura convención o contrato, no hay ningún régimen político de carácter natural y, mucho menos, divino. Es cierto que los liberales combatieron el origen divino de la monarquía, pero aceptaron y defendieron la monarquía cuando esta aceptó abandonar sus pretensiones absolutistas y los reyes se conformaron con acatar la respectiva constitución, aceptando implícitamente que su poder derivaba, en última instancia, del pueblo, de la soberanía nacional.


			4. En el aspecto social, el liberalismo reacciona con vigor contra la estructura estamental del Antiguo Régimen, haciendo desaparecer los privilegios, fueros y distinciones basadas en el nacimiento. Los liberales proclaman la igualdad jurídica de los ciudadanos, compatible con aceptar y, a veces, justificar, las desigualdades de otra índole. Esta pretendida igualdad llevó a considerar que la cosa pública, la gobernación del Estado, no puede atribuirse a la nobleza o al alto clero, sino a todos los ciudadanos, independientemente de su nacimiento, pero con preferencia a los mejores, los más preparados, que normalmente solían ser también los más ricos. El primer liberalismo defendió la distinción entre derechos civiles (los derechos humanos básicos y universales) y los derechos políticos entre los que estaba el sufragio y el acceso a cargos públicos. Estos últimos no podían ser atribuidos a cualquiera, a un analfabeto por ejemplo. De ahí derivó el sufragio censitario o restringido a aquellos ciudadanos con más capacidades o recursos económicos pues tenían más a perder y habían demostrado capacidad para hacerse ricos o cultos. Pero el liberalismo evolucionó hasta considerar incoherente la distinción entre un tipo y otro de derechos y, a partir de 1848, se abre camino entre los liberales (o entre muchos de ellos) la necesidad de defender el sufragio universal masculino.


			5. El liberalismo económico, aunque relacionado con el filosófico o político, tiene rasgos particulares y hasta fecha de nacimiento. O al menos se puede considerar así el año de aparición del libro La riqueza de las naciones, 1776, curiosamente el de la declaración de independencia de los Estados Unidos. Su autor (Adam Smith, 1723-1790) no solo es el creador de la Economía como ciencia independiente, sino el primer teórico de la economía de mercado o economía liberal. Sus fundamentos teóricos descansan en el mismo principio básico del liberalismo: la racionalidad y la libertad. Como el ser humano es racional, démosle libertad para que sea él quien tome las decisiones sobre producción y consumo. Cuando menos se entrometa el Estado en la vida económica, más crecerá la riqueza ya que los mecanismos de mercado (oferta y demanda) son suficientes para regular los precios y la cantidad de bienes. Los liberales atribuían al Estado algunas funciones económicas que consideraban imprescindibles para garantizar luego la libertad de productores y consumidores: debía haber un marco jurídico claro que garantizara la propiedad privada y la seguridad en los negocios así como unas infraestructuras suficientes para facilitar la distribución de bienes a gran escala.


			6. Más complejas son las relaciones entre el liberalismo y el cristianismo, o si se prefiere, la religión. Un análisis sosegado del liberalismo nos lleva fácilmente a observar como algunas ideas madre de la filosofía liberal derivan del cristianismo y, en el fondo, son versiones secularizadas de ideas teológicas. La primacía y dignidad del ser humano es una idea fundamentalmente cristiana: el hombre ha sido creado «a imagen y semejanza de Dios» y ha merecido su redención por Jesucristo, Hijo de Dios. Que la naturaleza humana es sagrada y todos los hombres iguales, está en la teología escolástica de toda la Edad Media y toma fuerza precisamente al debatirse la actitud de los españoles ante los indios americanos. La libertad tampoco es una idea extraña al cristianismo, todo lo contrario. Aunque circunscrita al ámbito moral, la idea de libertad ha sido siempre defendida por los moralistas cristianos al considerar que la primera cualidad de todo acto moral es su libertad: sin libertad, por ejemplo, no hay pecado. Por último, la idea cristiana de salvación como consecuencia de los propios actos, es decir, la consideración de que cada hombre es libre de condenarse o salvarse y ello depende de su vida es un antecedente del individualismo liberal.


			Ciertamente, el liberalismo europeo, singularmente el francés del período revolucionario (1789-1799), radicalizó su filosofía racionalista e individualista chocando bruscamente con el catolicismo. Los revolucionarios franceses jacobinos persiguieron con saña el cristianismo y llegaron a entronizar a la diosa Razón, rindiéndole culto nada menos que en la catedral de Notre Dame. Los filósofos liberales franceses, los esprits forts de la Ilustración, especialmente Voltaire, fueron duramente anticristianos. Todo ello contribuyó a crear una actitud recíproca de rechazo de la nueva ideología por parte de la Iglesia, que no dudó en condenar el liberalismo sin entrar en demasiadas distinciones entre aquello que podía no estar en tanta contradicción con el propio cristianismo. Algunos católicos supieron hacer estas distinciones aunque tuvieron que esperar más de un siglo para que la Iglesia reconociera los derechos y las libertades humanas como patrimonio común.


			No todo el liberalismo fue hostil a la religión, ni viceversa. El liberalismo anglosajón no solo se mostró comprensivo con la religión sino que mantuvo, incluso, el modelo confesional, como el caso del Reino Unido a quien nadie negará que sea uno de los primeros países en reconocer los derechos y libertades sin que ello le haya hecho dejar de ser un Estado confesionalmente cristiano. En todo caso, el liberalismo defiende la visión secular del mundo, la independencia del Estado respecto al poder eclesiástico que, para los liberales, ha de circunscribirse al ámbito que le es propio. La secularidad es la autonomía de lo temporal cuyo acceso se reserva para el conocimiento racional y científico, sin interferencias teológicas aunque estas pueden intervenir en el ámbito de la conciencia individual.


			Mientras el liberalismo francés (que luego inspiró el español en este punto) tendió hacia el llamado laicismo, el primer gran Estado liberal del mundo, los Estados Unidos, promovían un modelo simplemente laico. El laicismo pretendía eliminar la religión como contraria a la razón y al progreso científico y, como mal menor, tolerar el culto como algo meramente privado sin la menor ayuda del Estado. Los padres fundadores de los Estados Unidos, en cambio, fueron hombres religiosos, la gran mayoría disidentes del protestantismo (y también algunos católicos, como los que fundaron el Estado de Maryland) que deseaban una república laica, es decir, sin que ninguna religión o ideología tuviera la consideración de estatal. Pero eso no lo hacían porque creyeran que la religión era un estorbo, al contrario, pretendían que todos los ciudadanos pudieran profesar con libertad sus creencias. El Estado no se entrometía ni privilegiaba a ninguna en particular, pero reconocía la importancia del hecho religioso y consideraba la libertad religiosa no como algo a tolerar, sino como un bien a proteger. Todos los presidentes de los Estados Unidos han tenido a gala y han manifestado en público sus creencias religiosas. Lo contrario que en los Estados laicistas europeos, en donde la increencia o el ateísmo militante eran un buen pasaporte para el ascenso político.


			Influencias ideológicas en el liberalismo español


			Generalizando un poco, podríamos agrupar las corrientes del liberalismo europeo de la primera mitad del siglo XIX en dos tendencias:


			a) El liberalismo anglosajón (inglés o norteamericano) de carácter individualista, en el que el Estado es un garante de las libertades y derechos individuales, sin más límite que el respeto a los derechos de los demás. Este liberalismo confía más en la capacidad del individuo y en la sociedad civil que en la iniciativa estatal, desarrolla instrumentos que garantizan los derechos individuales, entre ellos el de propiedad, y prioriza los contrapesos y controles al gobierno. En el caso inglés, esta corriente no entiende el liberalismo como ruptura histórica con la tradición, al contrario, busca más la evolución y la reforma que el cambio brusco y revolucionario, intentando integrar las instituciones políticas legadas por la Historia en un nuevo orden liberal.


			Para el liberalismo inglés, la constitución no es tanto una norma jurídica que solemniza la ruptura con la tradición histórica, sino más bien, la racionalización y ordenación de las instituciones válidas y aprovechables del pasado en una nueva configuración liberal, que, incluso, no hace falta que esté escrita. La concepción de la sociedad que subyace a este liberalismo la hace anterior a cualquier poder constituyente y, por lo tanto, la constitución no crea ex novo un nuevo orden social y político, sino que actualiza o reconoce derechos e instituciones legadas por la Historia, encajadas en una reordenación liberal del Estado. La influencia de esta corriente del liberalismo, lo que posteriormente se ha llamado liberalismo conservador, es evidente, no solo en Europa, también en España.


			b) El liberalismo francés de carácter universalista y fuertemente racionalista. El punto de partida ideológico de esta corriente sería la Revolución francesa, con su espíritu de ruptura con el pasado y de creación de un nuevo orden social. Es universalista, como se expresa en la Declaración de derechos del hombre y del ciudadano de 1789, que no se dirige a los franceses sino a toda la humanidad. El liberalismo se concibe como una revolución política antihistórica que reniega del pasado en la medida en que aquel sea un obstáculo para el nuevo orden liberal y para una nueva sociedad, en la que no puede quedar ni rastro de la antigua. De ahí el fuerte anticlericalismo de este tipo de liberalismo, ya que considera a la Iglesia como una institución del pasado sin lugar en el nuevo orden político.


			El Estado se concibe en esta corriente como un agente de primer orden, instrumento necesario para romper con el pasado, vencer las inercias —si hace falta con violencia— e instaurar un nuevo Estado y una nueva sociedad. Para estos liberales, el Estado no es un mero marco institucional en el que se desarrolla la vida libre de cada individuo. El Estado es un actor social de primer orden, nada neutral; es la palanca de las reformas, el animador social y el modelador de la nueva sociedad. El extremo radical de este modelo de liberalismo sería el jacobinismo francés, cuya influencia también se hará notar en una parte del liberalismo español.


			El liberalismo norteamericano, que también influyó en el español, tiene elementos de ambas corrientes. Por un lado, como el anglosajón, concibe el Estado como el marco jurídico en el que se desarrolla la libertad humana. El Estado no puede ni debe sustituir al individuo ni a la sociedad y los órganos de poder han de tener los convenientes contrapesos y controles para evitar cualquier intento de acumulación de poder en detrimento del individuo. Pero, a la vez, los fundadores de los Estado Unidos, como los franceses, convenían en crear un nuevo Estado, rompiendo con el pasado —representado por la Corona británica— y constituyendo una nueva nación, que no hundía sus raíces en ninguna tradición —no la había en los nuevos Estados Unidos— sino que se creaba partiendo de un poder constituyente, que era fruto de un pacto entre los individuos que componen el nuevo Estado.


			La ideología liberal, como toda ideología, tiene sus ritmos, sus matices y sus modelos de aplicación. Las revoluciones liberales no se basaron en un modelo único que se impone coercitivamente a los demás, como el caso del socialismo soviético sobre sus Estados satélites. Hay influencias, por supuesto, y el caso francés tuvo un gran atractivo, pero cada país, de acuerdo con su historia y sus peculiaridades sociales y culturales, hizo su revolución liberal. España no es una excepción y, si lo es, será por lo temprano de su primera experiencia liberal (1812). Los liberales españoles son un grupo plural en el que caben desde católicos convencidos hasta agnósticos y anticlericales, desde los más influidos por el liberalismo inglés hasta los más jacobinos. Todo ello da a la historia del liberalismo español un carácter muy complejo y variado, con zigzagueos, marchas adelante y atrás y experiencias diversas. El liberalismo español tuvo sus ritmos y sus debates, creando a veces no pocos problemas de conciencia. La cuestión de monarquía o república o el problema religioso fueron algunos de los grandes dilemas de nuestros liberales y fruto de divisiones a veces irreconciliables. Eso sí, con un anhelo común de libertad y de progreso.


			Al estudiar la evolución histórica del liberalismo español, podemos destacar las siguientes influencias intelectuales en su configuración y en las diversas corrientes en que fraguó históricamente:


			1) El liberalismo inglés conservador, en gran parte deudor del pensamiento de Edmund Burke (1729-1797), respetuoso con la Historia y las instituciones legadas por esta, indefectiblemente monárquico y respetuoso con el catolicismo, al que se le reserva un papel de influencia social nada desdeñable como contrapeso a los movimientos revolucionarios.


			2) El liberalismo doctrinario francés que defendía una transacción entre la monarquía hereditaria y el gobierno representativo. Esta forma de liberalismo llegará al poder en Francia con la Revolución de 1830. La separación de poderes se sigue manteniendo, pero para conciliar esta idea con el Antiguo Régimen al rey se le da un poder político fuerte. Al rey se le otorga la representación del Estado y a él se le reserva el poder ejecutivo y participa en el legislativo junto con el Parlamento. La soberanía será compartida entre el rey y la nación. En cuanto a la constitución, muchos doctrinarios se conformaron con un modelo de Carta Otorgada o constitución concedida por el monarca. El otro pilar del Estado es el parlamento, pero un parlamento elegido a través del sufragio restringido o censitario, es decir, solo tienen derecho a voto los propietarios, lo cual equivale a decir la burguesía, que de esta forma se convierte en el otro pilar del Estado. El liberalismo de influencia anglosajona y el doctrinarismo francés será el sustrato ideológico del liberalismo conservador español.


			3) El liberalismo jacobino, más radical y estatalista. Esta corriente influirá en su tendencia al centralismo y preferencia por el régimen republicano de gobierno. El jacobinismo subyace en el liberalismo progresista y de izquierdas que alcanzará su culminación con el régimen de la Segunda República.


			4) El krausismo que, como veremos más adelante, será una corriente filosófica importada de Alemania, cuya influencia será notoria en un liberalismo de izquierdas, racionalista pero no antirreligioso. Representa una forma de liberalismo reformista, pero no revolucionario, que confía en la educación y en la reforma del Estado como el camino hacia la modernización del país, con un componente moral ineludible, de tal manera que, sin una previa regeneración moral de la persona, no es posible la de la sociedad en su conjunto.









			2. EL LIBERALISMO, LA PRIMERA IDEOLOGÍA QUE CAMBIÓ ESPAÑA


			Para la mayoría de los historiadores, el punto de arranque del proceso de implantación del liberalismo en España fueron las Cortes de Cádiz, convocadas en plena Guerra de la Independencia y que abrieron sus sesiones en 1810. Las Cortes de Cádiz (1810-1814) fueron las primeras no estamentales, cuyos representantes lo eran en virtud de la recién estrenada soberanía nacional. Además fueron las primeras Cortes netamente españolas y así se autodenominaron. Hasta ahora se habían reunido Cortes estamentales de Castilla, Navarra, Aragón, Cataluña y Valencia representando a los estamentos: nobleza, clero y pueblo Al reunirse las Cortes de Cádiz, sus convocantes y diputados tenían la percepción clara de que los antiguos reinos de la monarquía española habían dejado de existir y en las nuevas Cortes se iba a construir la nueva nación, sobre la mejor tradición heredada del pasado, pero mirando hacia un futuro nuevo. Las Cortes se abrieron mientras era rey de España un monarca impuesto por Napoleón, su hermano José I. La mayoría de españoles reconocían como rey legítimo a Fernando VII, a pesar de que de forma ignominiosa tanto su padre, Carlos IV, y él mismo habían abdicado la corona a favor del invasor Bonaparte.


			El liberalismo español, además de las evidentes influencias exteriores, hundía sus raíces en la propia tradición. La teología católica española de los siglos XVI y XVII contribuyó de forma notable al desarrollo del concepto de libertad, también en su vertiente política. Centrándonos en las dimensiones ético-políticas del concepto de libertad, los teólogos españoles del XVI están llenos de sorpresas como en el caso de Francisco de Vitoria (1492-1546), al que se considera el padre del Derecho Internacional. Al plantearse los justos títulos o fundamentos jurídicos de la colonización española en América, el padre Vitoria defiende los derechos naturales de los indios, negando la capacidad de los españoles para reducirlos a la esclavitud. La idea de derecho natural, tan importante en el liberalismo posterior, está ya muy claramente formulada por Vitoria.


			Otro de los grandes teólogos de Salamanca, Francisco Suárez (1548-1617), acentúa la libertad humana como característica previa a todo acto humano. En su Tratado De Legibus, leemos frases como esta: «por la propia naturaleza de las cosas, todos los hombres nacen libres y, por ello, ninguno tiene jurisdicción política sobre otro» (III, cap. 2). Una idea que se convertirá en clásica del liberalismo. El jesuita Juan de Mariana (1536-1623) llega aún más lejos que Suárez en su defensa de la libertad en el campo político y en el económico, justificando el tiranicidio, o sea, la rebelión contra el poder despótico.


			Los hombres de la escuela de Salamanca coinciden en que el Estado (la república) nace por consentimiento de los individuos que lo componen y su finalidad es el bien común que conciben no como una suma de bienes individuales, sino como el marco institucional y las condiciones que hacen posible que cada hombre adquiera la felicidad. Recordemos que la «búsqueda de la felicidad» es uno de los derechos reconocidos en la famosa declaración de independencia de los Estados Unidos.


			Sobre el origen del poder, para todos ellos Dios es la fuente de toda soberanía, que la transfiere a la comunidad política y esta al príncipe o soberano, el cual ha de respetar la ley divina y las condiciones del pacto con el regnum (los fueros, costumbres y privilegios). Dicha concepción de la soberanía no es plenamente democrática, ya que el pacto entre rex y regnum es sinalagmático o bilateral y, por tanto, mientras se respete, el pueblo (regnum) no puede modificarlo, de lo cual deriva el blindaje de la monarquía absoluta como forma de gobierno. A pesar de estas limitaciones, la idea de soberanía popular está implícita en esta teoría del origen del poder.


			A estas ideas y hombres, habría que añadir la propia tradición española, las libertades contenidas en los fueros y en determinadas concepciones políticas preliberales. La teoría pactista o contractual del poder, bastante clara en la Corona de Aragón o los fueros municipales castellanos, pueden considerarse, con todos los matices que se quiera, una cierta tradición preliberal española. Bien es verdad que el absolutismo de los Austrias y el despotismo ilustrado de los Borbones oscurecen esta tradición. La idea de un pasado de libertades públicas en la España anterior a la monarquía absoluta será una idea que defenderán algunos de nuestros primeros liberales en las Cortes de Cádiz.


			Precisamente el siglo de las luces contemplará un resurgir de estas ideas de la tradición preliberal española. Quien mejor puede representar esta posición ideológica será Melchor Gaspar de Jovellanos (1744-1811), quizás el más claro exponente de la Ilustración española. Jovellanos es uno de los primeros teóricos del concepto de constitución interna, diferente a la externa o escrita. «¿Por ventura no tiene España una constitución?», se pregunta. Y responde afirmativamente haciendo alusión a las tradiciones legales españolas heredadas la mayoría de la Edad Media y que consagran los derechos del soberano y de los súbditos, que es preciso respetar y, si hace falta, restablecer. Este conjunto de derechos mutuos, recogidos en leyes y fueros, son la constitución interna española.


			Del pacto sinalagmático —bilateral— que une en derechos y obligaciones al soberano y a sus súbditos, Jovellanos entiende que la soberanía, el poder político, no puede residir totalmente en el monarca, ya que su poder está limitado por los derechos o fueros de los súbditos. Pero tampoco cree Jovellanos en la soberanía popular: el pueblo, el regnum, no es plenamente soberano ya que está ligado por un pacto al monarca cuyos derechos ha de respetar. Esta idea, que recorrerá todo el siglo XIX e inspirará algunas de nuestras constituciones es la de la soberanía compartida, cuyos orígenes históricos están en la teología escolástica y en Jovellanos.


			En Jovellanos la solución política pasaba por la tradición española de «las Cortes con el Rey», y por ello veía en el caso inglés, que partió de los mismos principios en su revolución del XVII frente al absolutismo, el modelo a seguir. Por eso, la influencia del liberalismo inglés será también patente en nuestros primeros liberales. El influjo inglés en el liberalismo español se traduce en el intento de frenar una revolución como la francesa, y de mostrar que, frente al jacobinismo, debía imperar la libertad; frente a las reformas violentas y repentinas, las mejoras paulatinas. Jovellanos personifica en España y en el momento de la revolución este primer camino inglés, con su preocupación por dejar acabado un sistema moderado de gobierno inspirado en el sistema constitucional inglés.


			La Guerra de la Independencia supuso una división ideológica profunda entre los sectores ilustrados españoles: el afrancesado y el patriota (según la denominación de la época). Durante la guerra se denominó afrancesados a aquellos que apoyaban a José I. Pero entre los que se adhirieron a la monarquía Bonaparte cabía diferenciar entre, por una parte, los afrancesados defensores de una ideología heredera del enciclopedismo y de la Ilustración francesa y que apoyaban la reforma administrativa propuesta por Napoleón, y por otra, los propios juramentados que habían jurado obediencia a José I por motivos diversos, no siempre ideológicos.


			Los patriotas tenían como elemento común el reconocimiento de Fernando VII como legítimo rey de España y el rechazo hacia José I. Pero las discrepancias ideológicas de este sector eran profundas: por una parte, existía el grupo liberal, por otra, los absolutistas o serviles, denominación que durante la Guerra de la Independencia se utilizó para designar despectivamente a los partidarios del absolutismo. Entre ambos grupos se situaba un sector moderado, inclinado hacia el sistema británico de gobierno y partidario de una reforma de las viejas leyes constitucionales de España. Este grupo sería el influido por Jovellanos.


			En esta línea que podríamos llamar jovellanista se puede situar al sacerdote y gran jurista Francisco Martínez Marina (1754-1833) que será uno de los diputados de las Cortes de Cádiz. Mucho le deben a Martínez Marina los historiadores del Derecho español, pues en su intento de buscar las libertades en los ordenamientos jurídicos antiguos Martínez Marina hurgó en las viejas compilaciones de leyes, fueros y costumbres para concluir que España ha tenido siempre una constitución interna, como también creía Jovellanos. Estas leyes antiguas, garantía de los derechos y libertades del regnum, fueron reducidas a la nada y menospreciadas por los monarcas absolutos. Así pues, se inicia con esta idea una cierta relectura romántica del pasado medieval español, idealizando determinados fueros municipales considerados como un verdadero anticipo del liberalismo moderno.


			Las Cortes de Cádiz, revolución liberal española


			Todas estas ideas están en la mente de no pocos diputados de las Cortes que se reunieron en la sitiada Cádiz cuando decidieron redactar una constitución conocida como la Pepa al ser proclamada solemnemente el día de San José, 19 de marzo de 1812. En su preámbulo se lee: «bien convencidas, después del más detenido examen y madura deliberación, de que las antiguas leyes fundamentales de esta monarquía, acompañadas de las oportunas providencias y precauciones, que aseguren de un modo estable y permanente su entero cumplimiento, podrán llenar debidamente el grande objeto de promover la gloria, la prosperidad y el bien de toda la Nación».


			Es decir, para no pocos liberales gaditanos, la libertad era ya una característica del ordenamiento jurídico español anterior a la monarquía absoluta y, por tanto, solo cabe actualizar estas leyes, volver a su espíritu liberal mediante la Constitución de 1812. No muy lejos de esta idea está el diputado más influyente de Cádiz, Agustín Argüelles (1776-1844), perteneciente ya a una generación más joven que la de Jovellanos y Martínez Marina y más abiertamente liberal que los anteriores. Su papel en las Cortes gaditanas fue decisivo y su ideología ya puede considerarse como plenamente liberal.


			Argüelles coincide con los jovellanistas en glorificar el pasado medieval y en exaltar las libertades forales. Pero su discurso político es más complejo y menos moderado. Percibe muy bien la situación de España a principios del XIX, bajo la monarquía intrusa del rey José I. Además de mostrar una clara antipatía hacia el hermano de Napoleón, juzga con gran severidad las dinastías de los Austrias y Borbones a quienes acusa de haber eliminado las libertades medievales. El hecho de ser ambas dinastías extranjeras facilitó el desprecio que sintieron hacia las tradiciones hispánicas. Argüelles reivindica una dinastía española que se identifique con la nación y no con unos intereses dinásticos. En Cádiz, la nación ha recobrado su sentido, su pasado y su dignidad, pisoteados por igual por los Bonaparte, Austrias y Borbones. Por eso es un defensor de la soberanía nacional que justifica no en los principios revolucionarios franceses sino en la tradición jurídica española, singularmente en la de la Corona de Aragón.


			Otros preclaros liberales de Cádiz fueron Manuel José Quintana (1772-1857), José Canga Argüelles (1770-1842), Álvaro Flórez Estrada (1777-1853), Francisco Martínez de la Rosa (1787-1862) y Antonio Alcalá Galiano (1789-1865). Todos ellos participaron de alguna manera en el espíritu liberal creado por la Pepa, así que se les puede calificar de doceañistas, aunque su trayectoria fuera diversa. Formarían, junto con Agustín Argüelles, el grupo liberal más puro, serían los menos jovellanistas de las Cortes de Cádiz. Martínez de la Rosa y Alcalá Galiano evolucionaran del doceañismo al liberalismo conservador o moderado. El segundo de los citados, por ejemplo, fue un liberal más bien exaltado, que deberá huir a Inglaterra cuando Fernando VII retorne a España (1814). Allí estará en contacto con el liberalismo anglosajón, muy influido por pensadores como Edmund Burke. A su vuelta a España (1834), los viejos ideales de 1812 se habrán enfriado y poco queda ya del exaltado liberal de Cádiz. Alcalá Galiano será uno de los introductores del liberalismo doctrinario o moderado y uno de los redactores de la constitución moderada de 1845.


			Otro de los grandes liberales de Cádiz fue Diego Muñoz Torrero (1761-1829), sacerdote liberal, defensor de la libertad de imprenta y presidente de la comisión que redactó la Constitución de 1812. En la primera sesión de las Cortes fue el primer diputado en intervenir, haciendo una defensa cerrada de las ideas liberales clásicas: la soberanía nacional, separación de poderes, abolición de la Inquisición, libertad de prensa... Se distinguió sobre todo por su defensa de la libertad de imprenta, en contra de la postura del Inquisidor Riesco, con opiniones tales como que la censura previa es el último asidero de la tiranía. El regreso de Fernando VII en 1810 le supuso su encarcelamiento, del que se libró durante el Trienio Liberal (1820-23) en que volvió a ser diputado, pero al restablecerse el absolutismo en 1823 fue de nuevo encarcelado y torturado, muriendo en prisión.


			Además de su faceta de economista, Álvaro Flórez Estrada es uno de los políticos liberales más preparados y cultos. Su formación política es muy amplia, enriquecida por las ideas liberales inglesas. El pensamiento político de Flórez Estrada es bastante paradigmático: en sus ideas hay una influencia del jovellanismo, el jacobinismo francés y la admiración por el sistema parlamentario inglés. Flórez Estrada remitió a la Comisión de Cortes de la Junta Central, el 1 de noviembre de 1809, un escrito para una constitución para la Nación española presentada a S. M. la Junta Suprema Gubernativa de España e Indias, un proyecto de constitución que influiría en la redacción del texto final de 1812.


			Sus ideas quedan muy bien resumidas y sintetizadas en un documento publicado en Londres en 1818 (en pleno retorno del absolutismo de Fernando VII) y titulado: Representación a S. M. C [1]. el Señor don Fernando VII en defensa de las Cortes. En este escrito hace referencia a los liberales ingleses, especialmente a Locke, para defender el gobierno por consentimiento de los gobernados, la división de poderes, los límites de la prerrogativa regia y la supremacía del poder legislativo en la estructura del Estado.


			Todos estos hombres, a pesar de sus diferentes matices, tienen en común algunas características. Sus raíces intelectuales más inmediatas están en la Ilustración española, cuyos rasgos difieren de la francesa, por ejemplo, en mantenerse dentro de la ortodoxia católica. Los primeros liberales españoles no encuentran incompatibilidad entre religión y libertad. Al contrario, son cristianos y creyentes: por eso no se opusieron a que la Constitución de 1812 se iniciara con una invocación a Dios y, en su artículo 12, se afirme que la religión católica es la de la nación española y la «única verdadera». Esta posición no excluye que fueran críticos con los excesos de los eclesiásticos de su época y no advirtieran las reformas necesarias en la Iglesia. Así, su fe no les impidió plantear la cuestión de la excesiva acumulación de bienes en instituciones eclesiásticas.
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			Entre las grandes figuras de las Cortes de Cádiz destacan sacerdotes católicos que defendieron la armonía entre el liberalismo político (no así el filosófico) y el cristianismo. Sacerdotes fueron Diego Muñoz Torrero, como se ha dicho, y Joaquín Lorenzo Villanueva (1757-1837). Este último pretendió defender el liberalismo basándose en citas de Santo Tomás y escribió: Las angélicas fuentes o el tomista en las Cortes (publicado entre 1811 y 1813), razonando la compatibilidad entre liberalismo y cristianismo.


			Otro de los rasgos que caracterizan al liberalismo gaditano es su acendrado españolismo. Desde el preámbulo y el artículo primero de la Pepa hasta el final, son muy numerosas las referencias a la nación española, denominación común que aceptaron todos los diputados, también los que años más tarde lo pondrán en cuestión, como los catalanes. Y no solo eso, de Cádiz arranca lo que podríamos llamar interpretación liberal de la historia de España en la que se exalta un pasado más o menos deformado que convierte la Edad Media en una época de libertades, reflejadas en los fueros municipales fundamentalmente. Esa visión se complementa con una imagen negativa de los Austrias, a quienes se les acusa de pisotear estas libertades. Los Comuneros de Castilla, que se alzaron contra Carlos V, serían auténticos precursores del liberalismo español. Y la batalla de Villalar (1521) todo un símbolo de la derrota de las libertades medievales y del triunfo del absolutismo.


			El liberalismo sería para estos hombres la redención o salvación final de la nación al borde de la destrucción que los monarcas absolutos y los Bonaparte han precipitado. En un momento en que un monarca francés —José I— considerado intruso, es combatido por las Cortes de Cádiz, difícilmente se podría presentar la revolución española como inspirada en los principios franceses de igualdad, libertad y fraternidad. Por eso, es más evidente la influencia del constitucionalismo norteamericano en el liberalismo español, al defender la idea constituyente de construcción de la nación, de formación del moderno Estado-Nación, producto no solo de la Historia, sino de la voluntad de pacto de los ciudadanos libres e iguales.


			Junto al liberalismo político, el económico. Las ideas liberales de Adam Smith y la defensa de la economía de mercado ya habían penetrado en España a finales del siglo XVIII. Sería durante la primera mitad del XIX cuando una generación de economistas españoles se dedicara al estudio científico de la Economía y a la defensa de la libertad económica. Destacan varios economistas, muchos de los cuales fueron por largos años catedráticos en las distintas universidades españolas. Entre los más significativos podemos mencionar a Eudaldo Jaumeandreu (1774-1840), quien fuera uno de los primeros profesores de economía política en ese país. Su obra fundamental, publicada en 1836, fue Curso elemental de economía política con aplicación a la legislación económica de España, la cual se enfoca desde las perspectivas de las doctrinas económicas de Adam Smith y Juan Bautista Say. En este trabajo Jaumeandreu expone, y mucho antes que lo hiciera Federico List, la tesis de que la aplicación de las políticas proteccionistas y librecambistas en el comercio exterior debía tener en cuenta el nivel de desarrollo industrial de la nación donde fueron aplicadas.


			Contemporáneo de Jaumeandreu fue también Álvaro Flórez Estrada, ya citado anteriormente como uno de los políticos más destacados de las Cortes gaditanas. Pero Flórez Estrada, a diferencia de muchos economistas españoles de su tiempo, mantiene posiciones críticas sobre el capitalismo; incluso llegó a considerar como ilegítima la propiedad adquirida con el trabajo ajeno, planteando además que la organización social nunca funcionará bien mientras el trabajo no sea extensivo a todos los miembros de la sociedad.


			La orientación de Flórez Estrada hacia los temas económicos, es, en parte, fruto de su convicción sobre las dificultades de implantar el liberalismo en España, patentes tras el fracaso del Trienio Liberal. Su Curso de Economía Política se publica en 1828. A lo largo del libro el autor siguió reflexionando sobre los asuntos económico-sociales estrechamente vinculado al movimiento radical del inglés J. Bentham. Coincidiendo con los radicales, Flórez denuncia los intereses de los terratenientes —por supuesto, también los privilegios de la nobleza y del clero— y se muestra a favor de las clases más dinámicas de la sociedad, dedicadas a la industria, al comercio y a las actividades profesionales o intelectuales, sin cuyo apoyo el Estado liberal carecería de la necesaria estabilidad.


			El liberalismo de las Cortes de Cádiz, plasmado en la Constitución de 1812 y en las leyes aprobadas por la asamblea hasta 1814, duró poco y se aplicó menos. En la zona controlada por José I las leyes emanadas de Cádiz no tuvieron ninguna virtualidad y al regresar Fernando VII a España, tras su dorado exilio en Francia, se apresuró a abolir toda la obra legislativa de Cádiz y perseguir a los liberales. Unos huyeron, otros serán encarcelados y no pocos conspirarán contra el rey que ha restablecido el absolutismo. La experiencia del exilio, la cárcel o la conspiración madurará los espíritus, ampliará horizontes, favorecerá la reflexión y, en definitiva, consolidará el liberalismo español. Habrá que esperar al llamado Trienio liberal (1820-1823) para que la Pepa vuelva a entrar en vigor, pero Fernando VII se apresurará a abolirla de nuevo cuando las tropas francesas, los cien mil hijos de San Luis, le devuelvan sus poderes absolutos.


			Liberalismo moderado y progresista


			Muy pronto, los liberales españoles se dividieron en dos grandes partidos o corrientes ideológicas que transitarán durante la Historia española hasta casi la época de la Segunda República: los moderados o liberal-conservadores y los exaltados o liberal-progresistas. Con diferentes nombres tendrán un papel fundamental en la historia de España: moderados y progresistas, conservadores y liberales, derecha e izquierda del liberalismo.


			La división se produjo durante el Trienio liberal, sobre todo en sus dos últimos años cuando los gobiernos liberales se radicalizaron, en parte por influencia del romanticismo y de las ideas revolucionarias europeas. Fue precisamente un buen número de liberales de las Cortes de Cádiz, más maduros y experimentados, quienes fueron conscientes de que el triunfo de las ideas liberales requería un cierto gradualismo y, sobre todo, tener en cuenta el peso de la tradición y de las instituciones legadas por el Antiguo Régimen que no eran tan fáciles de desmantelar.


			Liberales doceañistas como Alcalá Galiano y nuevas figuras como Francisco Martínez de la Rosa (1787-1862) tendieron a buscar un puente entre el Antiguo Régimen y el liberalismo, a considerar la evolución histórica como un proceso lento, no traumático, que garantice la estabilidad social y evite el conflicto. Por eso, el liberalismo podía conseguirse mediante la transacción y las reformas paulatinas de las instituciones de la monarquía absoluta, sin revoluciones violentas ni levantamientos populares.


			Fue Martínez de la Rosa uno de los personajes más emblemáticos del primer período de asentamiento del liberalismo español. Martínez de la Rosa, liberal constitucionalista en Cádiz, es condenado a prisión al regresar Fernando VII, que cumplirá por cinco años (1815-1820). Fue Jefe de Gobierno en 1834, tras la muerte de Fernando VII, y promulgó desde ese cargo el Estatuto Real, primera norma constitucional tras la de Cádiz, inspirada en el doctrinarismo francés, entonces en el poder. Jefe del Partido Moderado, fue siempre un liberal que defendió con energía los derechos y libertades contenidos en las sucesivas constituciones. Asimismo, el político y literato granadino consideraba que el Ejército debía estar al servicio del Estado para amparar la libertad, y, por ello, defendía que los militares no debían tener privilegios. Igualmente, se mostró escéptico frente a los regímenes autoritarios de corte militar o de cualquier tipo.


			Si el prototipo de liberal moderado fue Martínez de la Rosa, el de progresista sería Juan Álvarez Mendizábal (1790-1853), masón y simpatizante del liberalismo inglés. A sus cuarenta y cinco años, fue nombrado ministro de Hacienda por el gobierno del conde de Toreno (1835), cargo que desempeñó durante casi un año, tras el que pasó a ocupar la presidencia del gobierno. Durante su mandato, consiguió préstamos de la Banca de Francia, decretó el alistamiento militar general (la quinta de Mendizábal, para oponerse a los carlistas), excepto para aquellos que pagaran una indemnización, y embargó los bienes de la Iglesia mediante la famosa desamortización. En 1836 fue destituido, pero, poco después, tras el motín de La Granja contra el Estatuto Real de María Cristina, volvió a ocupar su puesto. Siete años más tarde, fue de nuevo ministro de Hacienda para después exiliarse por segunda vez. Tras su regreso a España, ya no ocupó ningún cargo público.


			Aunque ambos grupos, moderados y progresistas, se reconocían liberales, la interpretación de los conceptos básicos del liberalismo difería entre ellos. Los moderados estaban influidos por las ideas jovellanistas y de algunos doceañistas como Alcalá Galiano y Martínez Marina, a las que sumaron las de liberales moderados franceses, los llamados liberales doctrinarios, y de los conservadores ingleses.


			El concepto de soberanía nacional es revisado por los moderados para convertirlo en el de soberanía compartida entre el rey y la nación. Esta idea parte también del concepto previo de constitución: hay una constitución interna, formada por el legado histórico de la tradición que ha ido consolidando instituciones como la monarquía, que forma parte de esta herencia intocable. Y hay una constitución externa, escrita, que ni puede ni debe anular la interna. De la constitución interna deriva una soberanía histórica, fruto de generaciones precedentes que también forman parte de la nación, cuyo depositario es el monarca, encarnación de la tradición histórica. Y de la constitución escrita, formal, deriva la soberanía de la nación, más exactamente de los votantes (que son una minoría) y que encarnan la voluntad nacional en un momento histórico concreto. Ambas soberanías se complementan, lo cual se traduce en preceptos constitucionales como el derecho de veto del monarca, la limitación de poderes del parlamento o la existencia de una cámara alta estamental (Senado no electivo).


			Para los moderados, si la libertad es importante el orden lo es aún más. La libertad sin orden es una quimera. De ahí que pongan el énfasis en la primacía y respeto a la ley, en el repudio a toda rebelión popular, en la garantía de la seguridad (sobre todo la propiedad) y no tengan reparos en utilizar las fuerzas del orden cuando convenga. El acceso al poder político, para los moderados, debe ser restringido a los ciudadanos que tienen algo que perder y, por consiguiente, gozan de la responsabilidad suficiente para tomarse en serio las cuestiones de Estado. Son defensores de un sistema electoral restringido o censitario, en el que votan solo aquellos contribuyentes más ricos, pues quienes pagan son los que mandan.


			Los progresistas o exaltados pretendían ser los más genuinos representantes del espíritu liberal. Para ellos la única monarquía aceptable es la parlamentaria o constitucional, en la que el soberano está por debajo de la constitución, sometido a la soberanía nacional sin restricciones. La nación es, para ellos, el auténtico soberano de la que emanan todos los poderes, incluidos los del monarca. No comparten el principio de soberanía compartida y, por eso, defienden una auténtica división de los tres poderes (legislativo, ejecutivo y judicial) sin interferencias ni vetos del poder ejecutivo sobre los demás. Aunque valoran también el orden, consideran la libertad por encima de todo. Esto les hace ser defensores de que la constitución recoja y detalle bien los derechos de los ciudadanos que han de ser garantizados. El verdadero orden social es consecuencia del ejercicio de los derechos ciudadanos, sin más restricciones que las derivadas del respeto a los derechos ajenos. Su defensa íntegra de la libertad les llevará a la rebelión o pronunciamiento contra el gobierno que consideren despótico.


			Una cuestión nueva introducirán los progresistas en el debate político, el de las relaciones entre la Iglesia y el Estado, tema que no planteó ningún problema en las cortes gaditanas. Los progresistas serán partidarios de la desamortización de los bienes de mano muerta pertenecientes a iglesias y monasterios, es decir de la nacionalización y posterior venta de aquellos bienes rústicos o urbanos que no estén afectos directamente al culto. Esta espinosa cuestión está relacionada con el papel que la Iglesia Católica desempeña en la nueva sociedad liberal. Inicialmente los progresistas no serán necesariamente anticlericales y mucho menos anticatólicos. Más bien defenderán una profunda reforma de la Iglesia y una separación pactada que permita establecer «una Iglesia libre en un Estado libre». Otra cosa es la manera en que la cuestión religiosa irá complicándose y favoreciendo la radicalización de posturas en uno y otro bando.


			La lucha por el poder entre moderados y progresistas impidió la consolidación de una monarquía constitucional y parlamentaria en España. Los moderados, con el pretexto de evitar una revolución sangrienta y una nueva guerra carlista, ganaron el ánimo de la voluble reina Isabel II, que se apoyó escandalosamente en ellos, marginando sistemáticamente del poder a los progresistas a quienes no les quedaba más camino para llegar al gobierno que el de la insurrección, como hicieron en 1854 y 1868. El sistema electoral permitía a los moderados perpetuarse, ya que restringiendo el censo a ciudadanos más ricos —votantes mayoritariamente de los conservadores— obtenían siempre la mayoría parlamentaria.


			Bajo la protección de encumbrados espadones, durante el reinado de Isabel II (1833-1868) surgió una nueva generación de políticos liberales, algunos de ellos muy capaces, que fueron consolidando en España un liberalismo político y económico que, a pesar de sus limitaciones, transformó el país de la monarquía absoluta al nuevo régimen. Entre los liberales moderados, además de Alcalá Galiano y Martínez de la Rosa, cabría señalar los nombres de Pedro José Pidal (1800-1856), autor de un plan de educación que inspirará las reformas educativas posteriores; Ramón Santillán (1791-1863) y Alejandro Mon (1801-1882), autores de la primera gran reforma hacendística española; José Donoso Cortés (1809-1853), inspirador de la Constitución de 1845, uno de los intelectuales más brillantes del moderantismo que acabó abjurando de su liberalismo juvenil y se convertirá en uno de los más leídos y traducidos intelectuales del pensamiento autoritario europeo.


			En el ala derecha del partido moderado influyeron notablemente las ideas del sacerdote y filósofo catalán Jaime Balmes (1810-1848). Balmes no fue nunca carlista, aunque simpatizara con algunos de sus postulados, entre ellos la unidad católica de España criticada por los liberales progresistas. Pero era lo suficientemente culto, leído e inteligente como para darse cuenta de la irreversibilidad del liberalismo, siendo uno de los intelectuales más lúcidos de la España de su tiempo. Su prematura muerte, a los 38 años, no nos ha permitido conocer cuál hubiera podido ser su evolución posterior. En todo caso, sus análisis sociales —en cierto modo Balmes es uno de nuestros primeros sociólogos— son agudos y en gran medida acertados: fue partidario de la transacción entre catolicismo y liberalismo, o, si se quiere, defendía la función social de la Iglesia en el nuevo orden liberal, cosa difícil de defender en un momento histórico de auge del carlismo. Una consecuencia de su afán pactista fue la defensa del matrimonio entre Isabel II y el hijo del pretendiente carlista, el conde de Montemolín, como fórmula para superar el antagonismo que dividía y enfrentaba a los españoles.


			En el campo progresista sus principales ideólogos fueron Pascual Madoz y Joaquín María López. Pascual Madoz (1806-1870) fue un activo y decidido liberal que combatió por el triunfo de la libertad como soldado en su juventud y después como parlamentario y ministro. Tras la Revolución de 1854 presidió las Cortes, y en 1855 se le nombró ministro de Hacienda. En esta ocasión presentó el famoso proyecto de Ley de Desamortización General, que consiguió ver aprobado.


			Joaquín María López (1798-1855), probablemente fue el más preparado y culto de los políticos progresistas. Al morir dejó una importante biblioteca personal en la que figuraban obras y autores casi desconocidos en España. López dio al progresismo una base filosófica basada en el racionalismo iusnaturalista, basado en el derecho natural. Fue sobre todo durante la etapa de vigencia del Estatuto Real de 1834 cuando defendió con más ahínco la soberanía del parlamento como representación de la nación y la idea de que los derechos humanos son siempre anteriores a cualquier institución política. Para el político progresista, el hombre, por el simple hecho de ser hombre, ya posee estos derechos fundamentales que pasarán luego a las constituciones progresistas y que constituirán uno de los meollos del programa de los liberales progresistas. López hablaba del estado de naturaleza —una idea de los filósofos del siglo XVIII— para expresar simbólicamente el estado del hombre antes de unirse en sociedad con sus congéneres. Joaquín María López fue uno de los liberales que más defendió el liberalismo basado en el derecho natural y la idea de que la sociedad tiene como fin garantizar los derechos previos e imprescriptibles del hombre, anteriores a las leyes positivas.


			Las tendencias y corrientes internas


			Moderados y progresistas no fueron organizaciones rígidas y con una disciplina interna como los partidos actuales. Eso favorece la existencia de matices, corrientes o grupos en el seno de cada uno de ellos. Los progresistas tenían un ala derecha, los llamados legales o resellados, más favorables al gradualismo y al posibilismo, es decir, a conseguir los objetivos del partido de una manera más lenta y de acuerdo con las posibilidades del momento político. El centro del partido lo ocupaba el grueso del progresismo. Por último, surgió en el progresismo un ala izquierda, crítica con alguno de los postulados del partido (por ejemplo contra el sufragio restringido), más atentos a las nuevas demandas de la incipiente clase obrera y menos partidarios de una economía en que el Estado dejara hacer a los agentes sociales. Los progresistas de izquierdas confiaban más en la acción popular que en las transacciones efectuadas en los pasillos del poder. Heredaron una visión romántica del papel del pueblo español en la Guerra de la Independencia y en la lucha contra el invasor francés, por eso confiaban en que podían de nuevo resucitar aquellas juntas espontáneas que se formaron en 1808. El juntismo será para estos liberales radicales una expresión inequívoca de la soberanía popular.


			El partido moderado tenía también en su seno diversas tendencias. El ala derecha del partido estaba formada en realidad por nostálgicos del Antiguo Régimen que no tenían más remedio que aceptar algo de liberalismo para salvar el trono de Isabel II. Defendían un acuerdo entre carlistas e isabelinos en base al matrimonio de la adolescente Isabel con su primo el conde de Montemolín, hijo del pretendiente carlista don Carlos María Isidro de Borbón, enlace que no llegó a realizarse. Eran partidarios de un trono fuerte, de un sufragio muy restringido y de mantener en lo posible los privilegios de la antigua monarquía absoluta. El mayor exponente de este sector fue Juan Bravo Murillo (1803-1873), un excelente técnico reformador de la administración, pero que intentó, sin conseguirlo, reformar la constitución moderada de 1845 en una línea autoritaria y realmente nada liberal cuando ocupó la presidencia del gobierno en 1851.


			El sector centrista del partido es el más numeroso y el exponente de la mayoría. La práctica totalidad de los políticos moderados se podrían enmarcar en esta tendencia que recoge de forma más pura los postulados básicos del moderantismo. Por último, el partido moderado tenía un ala izquierda, llamada los puritanos, de gran interés para la historia posterior del liberalismo español.


			Para los puritanos, la revolución liberal ya se había consumado. Ahora, lo que convenía al país era consolidar el liberalismo en forma de un Estado de Derecho con leyes e instituciones estables que no estén cambiando cada vez que un partido llega al poder. De ese respeto escrupuloso a la ley les viene el apelativo de puritanos. «Yo no sé si se dirá que son escrúpulos de puritano, puesto que sobre mí se ha echado este nombre; pero no me importa que se diga: soy puritano por las leyes de mi país, porque eso al fin no es un defecto, ni mucho menos un mal», decía Joaquín Francisco Pacheco (1808-1865), uno de los jefes de fila del grupo.


			Los puritanos eran el grupo liberal más influido por el liberalismo conservador inglés y la primera manifestación clara de una derecha liberal, constitucional y respetuosa con el juego limpio y la ley. Inspirándose en el modelo anglosajón, los puritanos rechazaron el pretorianismo de los otros moderados y de los progresistas, acogidos al amparo del poder militar. Para ellos, una vez consolidado el trono de Isabel II y vencidos los carlistas, los generales deberían volver a sus cuarteles y dejar la política para los civiles. Otro de los rasgos del puritanismo es la necesidad de una alternancia en el poder y para ello contaban con los progresistas a los cuales no se debía mantener perpetuamente en la oposición (mediante el fraude electoral), sino aceptarlos como partido de gobierno. Este turno entre moderados y progresistas debía consolidarse mediante el respeto de ambos partidos a un marco constitucional consensuado por ambos. Por eso, los puritanos se opusieron a cambiar la Constitución de 1837, de inspiración progresista aunque menos radical de lo que algunos progresistas hubieran deseado, por otra nueva de carácter moderado, la de 1845, como así fue. El programa puritano tiene otros elementos de indiscutible modernidad, como una separación amistosa entre Iglesia y Estado que incluye un acuerdo básico entre ambas potestades, la necesidad de fomentar la enseñanza pública y el papel del Estado en el fomento de las infraestructuras.


			Entre los puritanos destacan dos ilustres próceres del liberalismo español: Andrés Borrego y Nicomedes Pastor Díaz. Andrés Borrego (1802-1891) fue un laico católico y liberal, un partidario de volver a la pureza del primitivo cristianismo y del Evangelio. Para ser liberal no es preciso renunciar al catolicismo que puede aportar elementos muy positivos al orden social. El Español, periódico del que fue director, defendió siempre la compatibilidad entre catolicismo y liberalismo y, además, en los difíciles meses de 1836 cuando los progresistas empezaban a aplicar su dura política religiosa. Para Borrego, el catolicismo siempre es el mismo, pero ha sido interpretado hasta ahora desde un punto de vista, el del absolutismo. Pero es posible y necesaria otra interpretación, perfectamente compatible con el espíritu de los tiempos.


			Nicomedes Pastor Díaz (1811-1863) fue también un liberal de profundas convicciones católicas. Permaneció soltero, parece ser que por razones religiosas, y era personalmente un hombre piadoso. Poeta y novelista, hombre de letras además de político, fue, sobre todo, un hombre sumamente honrado y austero. A su muerte legó tan pocos bienes que su madre y hermana tuvieron que sobrevivir con una pensión pública especialmente concedida. Una de las preocupaciones más importantes de Pastor Díaz era la armonización del liberalismo y el catolicismo. Su postura es la de un católico fiel, pero de criterio independiente en aquello que no es doctrinal. Tenía una visión espiritualista del cristianismo y, como otros tantos liberales católicos, entendía que la misión de la Iglesia era espiritual, alejada de la contienda política. No se equivocaba cuando consideraba que el pueblo que había hecho la revolución era el mismo pueblo católico. Fue contrario a la Inquisición, pero favorable a la dotación económica del clero, al ser desprovisto de sus bienes por la desamortización.


			Los frutos


			El período 1833-1868 es el de la construcción del primer Estado liberal español. Con mayor o menor acierto, con mayor o menor grado de liberalismo, las viejas estructuras del Antiguo Régimen dieron paso a un Estado constitucional, con grandes defectos, pero también con pasos más que evidentes hacia su modernización política, económica y social.


			La idea de constitución como norma superior del Estado es uno de los principios fundamentales del liberalismo y los liberales españoles no dudaron de la necesidad de dotar a España de una carta magna. Otra cosa es qué tipo de constitución, qué grado de soberanía se reconoce a la nación, qué garantías y derechos se reconocen. Moderados y progresistas tenían su particular forma de entender el liberalismo y el resultado fue que cada grupo impuso su propia constitución.


			Durante la Guerra de la Independencia el concepto aristotélico de constitución fue dando paso a un nuevo concepto. Aristóteles, en su Política, en la Ética a Nicómaco, en la Constitución de los atenienses y en otras de sus obras, usa la palabra griega politeía, equivalente a constitución, con varios diferentes matices de sentido, el más simple de los cuales es «el arreglo de los asuntos del Estado». Y si así se entiende, cualquier Estado tiene una constitución, independientemente de si está bien o mal gobernado. Este concepto fue sustituido definitivamente por dos nuevas maneras de entender la constitución:


			a) el racional-normativo (la constitución como organización racional del Estado, utilizado por los liberales); 


			b) el histórico (la constitución herencia de las instituciones tradicionales, seguido por los absolutistas o tradicionalistas).


			Los absolutistas ya en las Cortes de Cádiz consideraban la constitución del Estado desde una perspectiva histórica, como las leyes fundamentales de los antiguos reinos (Castilla, Aragón) que expresaban el pacto suscrito por el Rey y el Reino para regular sus respectivos derechos. Las leyes fundamentales tenían un triple contenido: un núcleo intocable (la forma monárquica del Estado y la religión católica); una parte normativa integrada por normas modificables a través del consenso entre el rey y el reino; y, finalmente, normas que podían alterar las Cortes (el Reino) por sí solas. Esta idea pasó a los moderados y conservadores como la idea de constitución interna o histórica.


			Los liberales más puros optaron por el modelo racional-normativo derivado del constitucionalismo norteamericano. La constitución era resultado del ejercicio del poder constituyente de la nación, no condicionado por la Historia. La constitución contenía la manifestación más importante de la voluntad soberana: la voluntad constituyente, que suponía decidir la forma de gobierno que debía regir la sociedad. Esta idea será defendida, sobre todo, por los liberales progresistas.


			Entre 1812 y 1845 se sucedieron cuatro constituciones: la de 1812 («la Pepa»), el Estatuto Real de 1834, la Constitución de 1837, cercana al liberalismo progresista, y la de 1845, que reflejaba los puntos de vista de los liberales moderados y estuvo en vigor hasta 1868. Este marco constitucional permitió el tránsito del Antiguo Régimen al liberalismo.


			A pesar de las diferencias, en todas las constituciones liberales del XIX hay algunos elementos comunes. Uno de ellos, quizás el más significativo, es el reconocimiento de España como nación. Uno de los liberales doceañistas, Alcalá Galiano, decía ante las Cortes de 1835: «uno de los objetivos principales que nos debemos proponer nosotros es hacer a la nación española una nación, que no lo es ni lo ha sido hasta ahora».


			La Constitución de 1812 empieza en su artículo 1 definiendo la nación española y utiliza el término nación o nación española más de 50 veces en su articulado y las demás constituciones mantienen el uso de la palabra nación, aunque con menos profusión que en «la Pepa». La idea de España como nación tiene una de sus raíces en el liberalismo decimonónico, el gran constructor de una Europa en Estados-Nación de los que el español es un ejemplo.


			Los liberales se sentían patriotas españoles —así se denominaban durante las Cortes de Cádiz— y no dudaron que la monarquía española, legada por la historia, era una nación al menos en términos jurídicos. El liberalismo contribuyó a propagar no pocos mitos históricos y favorecer símbolos nacionales, como la bandera bicolor, ya utilizada por la flota y puertos de mar desde el reinado de Carlos III (1759-1788). En las guerras carlistas la bandera de las tropas isabelinas o liberales era la bicolor, mientras que los carlistas utilizaban la cruz de San Andrés y la bandera de fondo blanco con la flor de lis de la dinastía Borbón. Es decir, la bandera roja y gualda se identificaba con la nación, mientras que otros símbolos —los utilizados por los carlistas, por ejemplo— con la tradición o la dinastía. Por lo tanto, la bandera española no es una enseña monárquica, sino nacional. Durante la Primera República (1873) hubo una propuesta de sustituir una banda roja por otra morada (símbolo de Castilla), pero no prosperó, así que la bandera roja y gualda fue utilizada tanto por la monarquía como la república. Solo la Segunda República adoptó la propuesta de la tricolor erróneamente identificada como republicana.


			¿Consiguieron los liberales construir esta nación, tal como pedía Alcalá Galiano? Más allá de contribuir a formar determinados símbolos y un débil aparato estatal, el liberalismo español no consiguió, como el francés, crear un fuerte sentimiento nacional. Una de las causas será la confrontación religiosa, que irá creciendo a lo largo del XIX y que llegará a crear hasta dos concepciones e interpretaciones de la nación. Otra será la débil escolarización de los españoles. La escuela primaria obligatoria será un importante elemento de nacionalización de las masas en otros países europeos. Pero en 1887 el número de analfabetos todavía era del 63%. En 1866, uno de cada cuatro concejales no sabía leer ni escribir.


			Casi tan importantes como la legislación constitucional eran otras leyes de rango inferior pero de mayor alcance con las que los liberales desmantelaron el Antiguo Régimen y construyeron el nuevo. En primer lugar, las leyes que establecieron la igualdad jurídica de los españoles, terminando con el marco legal de los privilegios nobiliarios. La constitución de 1812 reconocería el derecho de ciudadanía a todos los españoles «de ambos hemisferios». Es este uno de los aspectos más novedosos de la Constitución de 1812: los españoles ya no serán súbditos de un monarca, sino ciudadanos de un Estado de Derecho. Se trata de la aplicación del principio liberal de igualdad jurídica que suprime diferencias por razón de nacimiento o estado canónico.


			De la noción de ciudadanía deriva el disfrute de los derechos reconocidos en la constitución: el de propiedad, elección de representantes, acceso a cargos públicos, a exigir la observancia de la constitución y a la libertad de expresión, contenido en el artículo 371 referido a la instrucción pública. El ejercicio de este derecho chocaba con la existencia del tribunal de la Inquisición, por lo que las Cortes decidieron su abolición.


			La legislación gaditana quedó, como la constitución, en un referente para los liberales, más que una realización práctica. Durante el Trienio liberal volvió a restablecerse esta legislación e, incluso, a ampliarse, pero el retorno del absolutismo frustró una vez más el intento, con la única excepción de la abolición del Tribunal del Santo Oficio, que Fernando VII no restableció en 1823. Hay que esperar al reinado de Isabel II para que se reanude la legislación liberal y se profundice en ella.


			La idea de España como nación única llevó a establecer una administración unitaria y centralista (con la única excepción, hasta 1876, del País Vasco y Navarra). En 1833, Javier de Burgos (1778-1849), un tecnócrata ilustrado con Fernando VII que recaló en el moderantismo, propone la división del territorio en 49 provincias, sobre la base de un proyecto anterior de 1822, durante el Trienio. En 1834 las provincias se dividen en partidos judiciales. Esta división territorial ha llegado prácticamente hasta nuestros días (tan solo la provincia de las Islas Canarias se ha divido en dos).


			La nueva organización administrativa conllevaba la necesidad de disponer de una burocracia eficaz. La administración es el instrumento del poder. Los liberales la conciben como jerarquizada, unificada, centralizada en cuerpos estatales. Fueron sobre todo los moderados quienes atendieron mejor la organización de un funcionariado profesional, una auténtica élite capaz de gestionar la cosa pública con racionalidad. Fue el autoritario Bravo Murillo, por otro lado un excelente tecnócrata, el autor de la primera gran ley estatutaria de los funcionarios públicos (1852) y que estuvo en vigor, atravesando monarquía y república, derecha e izquierda, hasta 1918. Sin duda, uno de los mayores logros del liberalismo moderado fue poner las bases de una moderna administración pública en España.
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